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    Presentación


     


     


     


     


    Este libro trata sobre la forma en la que los gobiernos mexicanos en los años recientes han decidido enfrentar los problemas que se crean a partir de las condiciones de desigualdad de las mujeres y se reúnen estudios que fueron desarrollándose a partir de la reflexión sobre el conjunto de actividades que con mucho esfuerzo realizan las dependencias creadas en los gobiernos municipales para atenderlos, pero que no parecen ser la vía idónea para modificar las estructuras y prácticas que les dan permanencia. En el fondo, se trata de una reflexión sobre la pertinencia de la transferencia de modelos ideales de política pública, sobre los incentivos que crean y los obstáculos que enfrentan para su instrumentación y apropiación en los diversos ámbitos en los que operan, se describe la experiencia adquirida en las instancias que se establecieron en el Estado de México, para concretar y hacer realidad las políticas de género. En ese contexto, muchos de los juicios y reflexiones aquí vertidas se recogieron mediante el contacto directo con las responsables del organismo estatal y de las instancias municipales de la mujer, a quienes agradezco su colaboración.


    Un libro es resultado del trabajo de investigación académica y en general descansa sobre un conjunto de datos, informes y estudios previos realizados a lo largo de muchos años; durante ese tiempo se recibe el apoyo de diversas personas e instituciones, algunas de las cuales —a pesar de su importancia— quedan diluidas en el marco general del texto. Este libro en particular y los estudios que lo sustentan han podido desarrollarse en el marco de mi labor como profesora investigadora en El Colegio Mexiquense, A. C. Aquí he tenido la oportunidad de alimentar los enfoques para su desarrollo con mis colegas investigadoras e investigadores, y discutirlos en el seno del seminario “Instituciones, Sociedad Civil y Políticas Públicas” en el que he participado durante ocho años; en ese espacio y en otros organizados por la Red de Instituciones y Desarrollo, tuve la oportunidad de expresar algunas ideas tempranas y debatir las dificultades para lograr integrar una línea analítica interdisciplinaria entre las perspectivas de las políticas públicas, los estudios de la organización y las de la construcción del género en la sociedad. Aprecio mucho los comentarios y opiniones de mis colegas que me ayudaron a dilucidar y enfrentar el reto de incursionar en este campo. Estoy especialmente agradecida con el doctor Nelson Arteaga Botello; sus comentarios sobre la gestión local de las políticas públicas ampliaron la percepción favorable que tenía sobre los programas, dependencias y mecanismos mediante los cuales se ha instrumentado la política nacional en este campo. Hubo versiones preliminares de los capítulos que fueron presentadas en coloquios y documentos de avances de investigación, referidos en el texto. Conté también con el valioso apoyo de asistentes de investigación que desde 2009 me ayudaron a revisar documentos, ordenar datos, integrar expedientes y a buscar en los archivos de las dependencias públicas los elusivos hechos que han ido marcando el devenir de las políticas de género en el Estado de México: Carolina Martínez, César Salazar y Esmeralda Pliego realizaron aportaciones significativas a la investigación. Agradezco con énfasis a Walter Ortega su contribución para integrar el análisis del Instituto de la Mujer de Toluca; sus puntos de vista y su apoyo fueron muy valiosos para trazar el perfil del desempeño institucional.


    Plasmar el desarrollo de las políticas de género, tampoco hubiera sido posible sin la colaboración abierta del Consejo Estatal de la Mujer y Bienestar Social, como la institución responsable de coordinar la política estatal en la entidad mexiquense; mi reconocimiento sobre todo a Lorena Cruz Sánchez, vocal ejecutiva del Consejo entre 2007 y 2011, y a Rosalba Vera Núñez, por haber visto con interés mi trabajo y haberme facilitado el acceso a fuentes de información.


    El Colegio Mexiquense, A. C., ha sido la casa donde he podido contar con otros respaldos igualmente sustantivos para integrar este volumen; Tania Lilia Chávez Soto y Luis Alberto Martínez López, responsables de las unidades de Informática y Publicaciones, respectivamente, aplicaron sus conocimientos para guiar este libro hacia su publicación. Su consejo y participación en distintos momentos de la escritura resultaron también fundamentales.


     


    Gloria Jovita Guadarrama Sánchez


    Zinacantepec, Estado de México


    Febrero de 2015



     

  


  
    Introducción


     


     


     


     


    El siglo xx fue el marco de importantes avances en la condición de las mujeres. En el panorama mundial, como consecuencia directa de sus reclamos, ellas consiguieron ejercer sus derechos políticos, a la escolaridad y al empleo; tomar decisiones fundamentales sobre la reproducción y su sexualidad, su cuerpo y la familia; asimismo, se incrementó su presencia y participación en la vida pública de la cual habían sido anteriormente excluidas. Así, las mujeres comenzaron a tener mejores oportunidades, vidas más largas y menos sacrificadas. Los cambios fueron relevantes, pero no suficientes, ya que, en muchos países, esos movimientos coexistieron con importantes rezagos que mantuvieron entornos desfavorables para que pudieran, en condiciones de igualdad, ocupar un lugar en el mundo económico, laboral, político y social. Siguiendo el curso de ese imbricado camino, podemos decir que desde cierta perspectiva el siglo xxi continuó con mejoras y avances; pero que desde otra, ha presentado reveses descorazonadores y numerosas evidencias apuntan a que los avances son frágiles y no están consolidados.1 El avance y retroceso en la condición de las mujeres obedece a diferentes causas; muchas de ellas están insertas en el establecimiento y la continuidad de las acciones de los gobiernos; ello obliga a preguntarnos sobre el lugar que ocupan las mujeres en la agenda gubernamental y a revisar cómo se construyen, institucionalizan y consolidan las políticas destinadas a su atención. En ese punto, cabe notar que en muchos países, como en el caso de México, se crearon dependencias específicas para la puesta en práctica de lo que se ha denominado la “agenda de género” en las políticas públicas.


    Una parte de esas preguntas está dirigida a cuestionar el sentido que ha tenido la adopción de una agenda gubernamental de género y el funcionamiento de la red de organismos públicos que la hacen operativa, ya que por un lado se destacan sus virtudes y el papel que cumplen en asegurar la continuidad de los avances en el mejoramiento de la condición de las mujeres, y por otro lado, se les mira como instancias marginales e irrelevantes, como asuntos de importancia solamente discursiva y coyuntural —electoral— para los gobiernos. Con el propósito de contribuir a responder esas preguntas, en estas páginas interesa discutir el posicionamiento del género en la acción pública y la pertinencia de las estrategias y de las dependencias establecidas para construir el curso de la política respectiva.


    La trayectoria y reconstitución de la agenda de género en los ámbitos locales


    En sentido estricto, el concepto agenda de género no refiere exclusivamente a los problemas de la condición de las mujeres, pues el género es una categoría distintiva que permite capturar las diferencias que existen entre hombres y mujeres en el mundo social; la categoría ha sido utilizada para examinar las causas y efectos de las acciones públicas en función de esas diferencias, pero es necesario destacar que el género es ante todo una construcción social en permanente debate y reactualización que marca de manera significativa la condición de las mujeres; ello ha conducido a vincular género y mujeres, lo que ha estimulado la identificación de la agenda de género con los problemas y la posición de las mujeres en la sociedad.


    En México, la agenda de género ha sido contradictoria en sus fines y medios; también ha corrido con mayor celeridad o lentitud de acuerdo a las vías que se seleccionaron para alcanzar las metas esperadas. Aquí nos ocuparemos de las vicisitudes de la conformación de un modelo nacional de políticas de género y de explicar cómo se articularon las estrategias para ponerlo en marcha en el territorio nacional, particularmente, en el caso de los municipios. En el acercamiento que realizamos a la forma en la que se enfrentaron los retos que planteaba el establecimiento de condiciones de equidad para las mujeres, la incorporación de las políticas de género a la agenda de los gobiernos puede considerarse el resultado de la convergencia de corrientes de presión que configuraron demandas y soluciones, aportaron los recursos para su instrumentación, así como del impulso y liderazgo de actores políticos. Se aprecia también que las formas que adoptó el proceso de su implementación a partir del establecimiento de dependencias y programas públicos, fueron determinadas por las relaciones entre el gobierno federal, los de las entidades federativas y de los municipios, con esquemas de provisión de recursos que apoyaron o restringieron determinadas estrategias para enfrentar, no solamente los rezagos en las condiciones de igualdad de las mujeres, sino las nuevas problemáticas derivadas de las transformaciones de la sociedad.


    Nuestro punto de vista aporta claridad al hecho de que en las entidades federativas y en los municipios de nuestro país, el proyecto nacional de género se asumió como resultado de cierta coerción impulsada por el flujo de los recursos económicos por parte del Estado, así como un producto de la coordinación entre los ámbitos de los gobiernos y que el rumbo que se marcó a la intervención gubernamental en el género ha sido resultado de la adaptación, el ajuste y la negociación de las estrategias entre fuerzas y actores políticos colectivos e individuales. Advertimos también que las líneas nacionales interactuaron con las dinámicas locales, de tal modo que el ajuste y el ritmo de su aplicación respondieron a las características del contexto regional, expresándose como un proceso diferenciado y de alguna manera independiente, entre los estados y los municipios de la República.


    En la comprensión de la trayectoria de las políticas de género es importante tener en cuenta que su establecimiento en el país comprende un amplio espectro de finalidades y objetivos sociales, difícil de capturar en su conjunto. Una dificultad mayor se encuentra en la heterogeneidad de las regiones y localidades en las que se contempló su aplicación; obviamente, los municipios no pueden ser tratados como un grupo homogéneo en el modo en el que se fueron conformando las estrategias de género en cada uno de ellos; las mujeres tampoco pueden clasificarse como una clase indiferenciada. Frente a estos retos, en este texto se tiene el propósito de aproximarse a la forma en la que las políticas nacionales se fusionaron con las dinámicas locales y examinar si pudieron o no ser incorporadas como nuevas prácticas, en seguimiento al proceso en dos vertientes: una primera corriente amplia, descriptiva de las estrategias nacionales, y luego una vertiente explicativa de su articulación, con enfoque al caso de una entidad federativa. Así nos detenemos y profundizamos en la forma en la que en el Estado de México se fueron desplegando esos esfuerzos y referimos cómo surgieron instituciones, reglas, dependencias y programas públicos, destinados a establecer una esfera de atención para las mujeres.2


    Asimismo, se considera que la agenda gubernamental de género es un tema complejo e inagotable dada la multiplicidad de sus componentes y la heterogeneidad de las situaciones en las que se desarrolla; por ello, con el afán de ubicar nuestro análisis, y traer al primer plano algunos temas pendientes en la agenda, marcamos tres líneas que podían contribuir a dar unidad y coherencia a la reflexión: la primera sigue la implementación de las políticas en los gobiernos municipales en el Estado de México como un proceso asociado a las capacidades de la gestión municipal; se argumenta que, la apropiación de las capacidades que permiten a las organizaciones instrumentar y alcanzar los objetivos de las políticas, depende de decisiones políticas, y que los acuerdos operativos en este rubro determinan las potencialidades para que las dependencias cumplan con sus funciones. La segunda línea considera diferencias en los patrones que van incorporándose a la acción de las dependencias en dos aspectos: las reglas formales y las reglas informales, las cuales se traducen en mayores o menores capacidades para la gestión de las políticas mediante el examen de las reglas denominadas “procedimientos de operación estándar”, que identifican las reglas establecidas y seguidas por los actores involucrados, independientemente de ser acuerdos tácitos o reglas no escritas. La tercera línea busca acercarse a los procesos de construcción de la agenda local, al examinar, por una parte, los programas de las dependencias desde la visión que tienen sobre la posición de las mujeres frente al desarrollo y, por otra parte, sus diferencias con el modelo nacional.


    Otras líneas que guían la reflexión se encuentran insertas en la idea de observar con mayor amplitud y objetividad la pertinencia de un modelo nacional articulado con una visión de género distante de las necesidades, demandas, iniciativas y posibilidades de las organizaciones locales responsables de su ejecución. Intentamos mostrar y apreciar que las dependencias constituidas para la ejecución de las políticas de género realizan una tarea intensiva, pero que su orientación general, sus programas, su infraestructura y posición en la administración municipal, condicionan sus capacidades para incidir de manera significativa en los objetivos para los cuales fueron constituidas. En esas circunstancias, la reconfiguración de la agenda nacional como una agenda local, se explica como un proceso de enriquecimiento, adaptación y ajuste de la política nacional centralizada.


    Apuntes para explicar el desenvolvimiento de la agenda de género


    Para ubicar el ángulo desde el cual vemos el desenvolvimiento de las acciones, conviene recordar al lector que, aun cuando en México se ha incrementado y extendido la investigación académica sobre la condición de las mujeres, existen relativamente pocos estudios orientados a explicar cómo se articula la perspectiva de género en las políticas regionales y municipales; entre ellos se pueden identificar aquellos dirigidos a describir e informar sobre la condición de las mujeres en aspectos específicos: demográficos, educativos, familiares, laborales, de participación política y salud reproductiva; y los orientados a examinar los efectos de las políticas públicas en función de indicadores de mejoramiento de la situación y posición de las mujeres en diversos aspectos de la vida económica, política y social del país. Al lado de estos estudios, el campo específico del análisis de la conformación de la política nacional de género y de la institucionalización de sus distintos contenidos y enfoques en las áreas de la política pública, ha sido explorado en varias investigaciones —Kusnir (1994); Incháustegui (1999); Barrera y Massolo (1998, 2003); Massolo (2004); Incháustegui y Ugalde (2006); Barquet y Méndez (2001); Zaremberg (2007); Tarrés (2007); López Estrada (2009, 2009a), Guzmán (2007), Tepichin (2009, 2010) y Barrera (2011)— que han contribuido con importantes distinciones conceptuales sobre el género y examinado algunas de las pautas que ha seguido su institucionalización en el país; varios de los presupuestos y resultados de estos estudios se aplican en nuestro análisis y aparecen documentados en los apartados correspondientes.


    Un examen particular de los desafíos y obstáculos que enfrentaron los Institutos Estatales de las Mujeres para implementar y operar las políticas de género fue realizado por María Luisa Tarrés en 2007. En 2014 el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud) publicó un estudio sobre Indicadores de Desarrollo Humano y Género en las entidades federativas de México; el estudio incluye un examen de las capacidades institucionales de las Instancias de las Mujeres. En la esfera de las instancias municipales, la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh) realizó un diagnóstico de la observancia, el seguimiento y la evaluación de la política de igualdad entre mujeres y hombres por regiones, que incluyó tanto a las dependencias estatales como a las instancias municipales; por sus características y cobertura es la investigación más amplia sobre los organismos municipales que se ha realizado hasta ahora en el país (cndh, 2009). Muchos datos y resultados de estos estudios quedaron incorporados en el desarrollo de este volumen.


    La investigación académica relativa a los temas de género y focalizada en el ámbito particular del Estado de México y sus municipios es reciente y diversa, siendo más numerosa aquella dirigida a examinar los distintos aspectos de la evolución y características de la condición de las mujeres. En el rubro de los estudios sobre el desenvolvimiento de las políticas públicas de género, éstos son escasos, aunque se advierten los de Graciela Vélez Bautista (2002) y el de Vélez y Martínez (2007), que se centran en los obstáculos que enfrentan las mujeres para su participación y desempeño en puestos públicos. El campo específico de la institucionalización de la política de género ha sido abordado por Ivonne Vizcarra, quien ha estudiado la transformación del discurso global sobre la equidad de género a través de mecanismos institucionales, a partir del caso del Instituto Mexiquense de la Mujer (Vizcarra, 2002).


    Con fundamento en ese marco general, la mirada que proponemos se centra en los organismos públicos que concretan el proceso de constitución y operación de estrategias propias de política pública. A partir del caso del Estado de México, se miran con detalle las formas constitutivas de los organismos municipales de la mujer, sus capacidades técnicas, los arreglos institucionales en que se encuentran insertos, y los procesos de operación de las políticas en cuestión. El perfil de la conformación de una agenda municipal con contenido de género se traza desde las políticas nacionales, arrojando luz sobre la adopción de formas de intervención relativamente estables que regulan e inclinan la orientación de las acciones y el funcionamiento de las dependencias para la atención de los problemas, en ámbitos específicos de la sociedad o del territorio. Por esa razón, la primera parte de la exploración que realizamos está dedicada a presentar las concepciones y líneas principales que han incidido en el establecimiento y singularidad de la agenda de género.


    La identificación de las distintas orientaciones con las que se fue posicionando el género en la agenda gubernamental mexicana permite entonces construir una secuencia de los enfoques que el gobierno incorporó como subconjuntos de principios o marcos que guían la acción pública en un periodo determinado. En razón de su importancia se desarrolla con mayor detalle la adopción del enfoque conocido como gender mainstreaming o “corriente principal de género”, que es la orientación constitutiva del modelo nacional vigente y la que en la actualidad es considerada como el principio rector de sus avances en el orden mundial; en consecuencia, se marcan los cambios con relación a enfoques previos, para saber si las políticas y los programas que se han ido estableciendo en los distintos ámbitos de gobierno se corresponden o no con esa perspectiva.


    En ese sentido, a lo largo de los apartados del texto se discute si las políticas para atender los problemas de las mujeres han sido construidas desde el enfoque del gender mainstreaming, que implica la transversalidad del género y, si ese marco cognitivo se ha incorporado o no a las acciones públicas.3 Como nos lo ha hecho notar Flérida Guzmán, las políticas han ido cambiando y evolucionando a lo largo de varias décadas; las variantes responden a enfoques distintos sobre las causas de la desigualdad que derivan en estrategias diferentes; el enfoque transversal de la perspectiva de género representa el punto de mayor avance al plantear un cambio en las relaciones desiguales entre mujeres y hombres, es decir, al hacer del género un criterio del ordenamiento social (Guzmán, 2007: 145).


    Así, el punto de partida es la supuesta existencia de conjuntos de principios, ideas, representaciones, demandas y expectativas que han guiado la orientación y la transferencia de las políticas, algunas de las cuales han sido parcialmente institucionalizadas mediante normas, programas, dependencias y prácticas, lo que ha generado formas válidas y aceptadas de atención a los problemas que guían la conducta de los actores. La posición que ocupa el ser mujer en cada uno de esos subconjuntos incide en las formas mediante las cuales se atiende la desigualdad y tiene efectos distintos en las posibilidades de transformación de la condición de las mujeres.


    Como una parte importante de ese análisis, el proceso de apropiación de ciertos patrones que estructuran el orden social —en la perspectiva del neo-institucionalismo— es visto como aceptación y permanencia de pautas de actuación que dan respuesta a problemas o inquietudes recurrentes, y supone su inserción y posterior sedimentación en las dinámicas de funcionamiento de las organizaciones. La posición implica reconocer que las instituciones se crean y se desarrollan siguiendo ciertas fases y que al seguir las etapas de evolución de la institución, se pueden identificar diferentes niveles de institucionalización.4 De ese modo, como lo menciona Philip Selznick (1996: 271), el proceso de institucionalización es percibido como la emergencia de patrones de ordenamiento estables y que se encuentran socialmente integrados.5


    En lo que concierne a las políticas de género, su institucionalización nos refiere a los procesos mediante los cuales ciertos patrones de política adquieren carácter de permanencia y asumen también formas relativamente estables de respuesta a los problemas. La institucionalización de determinadas formas de intervención sobre los problemas o la modificación de las existentes, se observa en los cambios en las agendas, en programas específicos, en la creación de nuevas instancias, leyes, normas y recursos asignados al avance de la situación de las mujeres (Guzmán, 2001: 5).


    Con ese énfasis nos interesa estudiar el proceso de transferencia del modelo nacional —construido desde la corriente principal de género— a las dependencias que se constituyeron como sus canales y centros de ejecución, sus características principales, sus limitaciones y potencialidades; teniendo a la vista los avances y los obstáculos de las acciones gubernamentales. Ello, sin olvidar que también están presentes en la agenda de género componentes de enfoques previos que fueron adoptados como parte de una cierta cultura política y que se fueron sedimentando como patrones aceptados en el actuar del gobierno.


    La institucionalización de formas diferentes de intervención sobre los problemas de las mujeres en la acción gubernamental, es así entendida como un proceso evolutivo de cambio y adaptación al medio ambiente y de sedimentación de las transformaciones, mediante lo cual se conforman nuevas prácticas. En ese mapa, la mirada general (inserta en el marco del nuevo institucionalismo) fue dirigida a dar visibilidad al hecho de que las instituciones políticas expresan y por fuerza contienen elementos normativos que estructuran las interacciones que tienen lugar entre y dentro de ellas (March y Olsen, 1989: 107).


    Los obstáculos en el camino


    En verdad, una visión como la que hemos trazado es en buena medida un arreglo imaginario en el que creemos que es posible identificar subconjuntos percibidos como enfoques, ideas y nociones imbuidas en las políticas y en el proceso de construcción de la agenda de género; la realidad es más compleja, los modos, las ideas y los componentes están imbricados, por lo que ubicar las acciones en un enfoque o en otro, o bien atribuirlos a decisiones tomadas en ámbitos específicos es solamente un intento de lectura de esa realidad. Así, para salvar algunos de los obstáculos que se encuentran entre esas distancias utilizamos herramientas metodológicas distintas: la investigación documental fue más útil para identificar y ubicar los enfoques en el tiempo, para mostrarlos en su desarrollo histórico y para reconstruir y dar cuenta del proceso evolutivo de la agenda de género. Pero, como bien sabemos, las políticas no son solamente concepciones teóricas y no se realizan en el vacío sino que se crean y operan en espacios concretos con características propias que impregnan las estrategias. Por ello se revisa la agenda de género en tres niveles: la constitución de un sistema nacional que integra territorialmente la política, el modelo normativo que la instrumenta mediante un programa nacional, y su observancia en el Estado de México mediante los programas operativos y reglas formales e informales. La construcción del estudio del caso de las instancias municipales de la mujer en el Estado de México, condensada en el Instituto de la Mujer de la ciudad de Toluca, permitió abrir un espacio que diera prioridad a la exploración de la organización de las dependencias, al examen de sus programas y a la identificación de las prácticas; líneas que precisaron el empleo de la encuesta y de las entrevistas con los responsables de su operación. El uso de estos recursos metodológicos se describe en los capítulos correspondientes.


    La explicación de la configuración local de la agenda de género requirió la aplicación de algunas categorías conceptuales —como las de capacidades institucionales y la de acuerdos de operación estándar— que facilitaran examinar los procesos, los componentes y las preferencias por cursos de acción determinados; los criterios para su aplicación se aclaran en el texto.


    Con ello, no pretendimos abarcar todos los aspectos relacionados con el estudio del género; es una categoría que obviamente puede ser analizada desde muchos ángulos y con una multiplicidad de criterios. Básicamente, los rubros que mencionamos aquí están orientados a distinguir la posición que las mujeres ocupan como agentes o beneficiarias de la intervención del Estado en dos etapas. La primera es en la que las condiciones desiguales de las mujeres adquieren visibilidad en la esfera social y política. La segunda etapa corresponde a la gradual inclusión de las mujeres en las concepciones contemporáneas del desarrollo socio-económico de los países, que se concreta en la formulación de indicadores que consideran la condición de la mujer como componente importante del desarrollo; los indicadores de este periodo integran, tanto la satisfacción de las necesidades básicas, como la igualdad de oportunidades y la formación de capacidades como aspectos sustantivos del desarrollo. Es el caso de los Índices de Desarrollo Humano establecidos por la Organización de las Naciones Unidas (onu), adoptados por más de cien países desde 1990 (onu, 1998: 179).


    El lector encontrará también que las líneas analíticas que se combinan en el texto se detallan en los capítulos correspondientes y que también, cuando se estima necesario, se profundiza en los criterios, las herramientas y las fuentes que sustentan el estudio.


    A propósito del Estado de México


    Examinar lo acontecido con las políticas de género en el caso del Estado de México no implica que ello fuese igual en todo el país; no obstante, si se considera que de modo general la extensión del modelo de género a los distintos ámbitos de la nación se diseñó en torno a la constitución de dependencias operativas en los estados y municipios, dilucidar lo que ha acontecido en entidades específicas puede ser un elemento valioso para la comprensión de esas dinámicas. En tales circunstancias, el Estado de México en sus 125 municipios presenta una amplia diversidad, ya que al tiempo que existen zonas urbanas muy desarrolladas e industrializadas, observamos otras rurales que presentan atraso y marginación y, en ese espectro de disparidades, algunos municipios tienen muy altos niveles de desarrollo humano, en tanto que otros se ubican en niveles bajos. De acuerdo con las estimaciones del Consejo Nacional de Población (Conapo) para el 2014, el Estado de México tiene una población de 16.6 millones de habitantes, con una relación hombres-mujeres, de 95 hombres por cada 100 mujeres (Conapo, 2010). Asimismo, es la entidad que concentra la mayor población femenina del país, 8.5 millones de mujeres en 2014, ámbito en el que algunos de los organismos de la mujer que se constituyeron para la operación del modelo de género son muy importantes en términos de la población que atienden y de los programas que operan, mientras que otros funcionan con muchas carencias. Dadas esas condiciones, es posible pensar que su caso pueda ser representativo de las vicisitudes de la agenda de género en el territorio nacional.


    Igualmente, al incluir en nuestra exploración el caso particular de la instancia de la mujer de Toluca, pensamos que se toca un asunto que ha sido poco analizado por la administración pública o por los estudios de género, ya que no se le ha otorgado la importancia que tiene al espacio municipal en la instrumentación de las políticas, relevancia que se asocia con la pregunta sobre si acaso la configuración de los organismos municipales y las formas de operar las políticas, han sido determinantes en su desarrollo y consolidación.


    Algunas señales para recorrer el texto


    El libro consta de cinco capítulos; el primero de ellos reconstruye la secuencia de la formación de la agenda de género en México y del modelo nacional de políticas públicas para explicar su proyección y tránsito a la agenda municipal; al mismo tiempo, se detiene en conceptos centrales de este campo. El capítulo II centra su atención en las formas y las características de distintos enfoques que han permeado la agenda gubernamental y su institucionalización en las estrategias de política pública al enfocar, sobre todo, la perspectiva de género (gender mainstreaming), a partir del modelo nacional que le da origen, hasta su puesta en operación en el Estado de México y en sus gobiernos municipales. En este capítulo se teje también la argumentación que guía el análisis, al advertir que, bajo parámetros distintos, las estrategias puestas en marcha por parte de los Institutos Municipales de la Mujer han enriquecido y recreado el modelo nacional, ajustándolo a las condiciones y necesidades locales. El tercer capítulo está dedicado al examen de la constitución y características de los organismos municipales de la mujer en el Estado de México en dos canales: la exploración de las capacidades municipales para conocer si han respondido al espíritu que les dio origen; vía en la que se intenta saber cómo están conformados, para discutir después si tienen posibilidades de asumir la tarea que les fue encomendada. En una segunda vía guiada por la intención de aprehender y explicar la deriva institucional, es decir la forma en la que van diferenciándose, localmente, las políticas y los organismos; se abordan las diferencias que existen en la operación de estas dependencias entre las reglas formales e informales, a través de los puentes que perfilan los acuerdos operativos; puentes que conducen muchas veces hacia senderos distintos a las metas originales. Con el propósito de capturar las prácticas en la ejecución de la agenda de género, en el capítulo IV nos aproximamos a las estrategias que construyen los organismos municipales para integrar sus agendas, por medio de la revisión de los programas que desarrollan, con la intención de ubicarlos en términos de su orientación para colocar el género en el marco de la incorporación funcional de las mujeres a los procesos de desarrollo ya establecidos, o en la visión que pretende transformar el desarrollo al insertar las dimensiones del género en sus procesos constitutivos. La ubicación de los programas y el ajuste del modelo normativo se presentan con mayor detalle mediante el estudio del caso del Instituto de la Mujer del Municipio de Toluca, en el último capítulo. El devenir de la institución es una muestra de las vicisitudes y de los mecanismos mediante los cuales se pone en práctica la agenda municipal de género.


    Finalmente, las distintas reflexiones sobre la operación de las dependencias trazan un perfil que refleja la posición marginal que los organismos de la mujer ocupan en la administración pública de la mayoría de los municipios; también se perfila la naturaleza de su actuar, dejando ver que con la etiqueta “género” se cubre un amplio espectro de actividades diversas y dispersas, no necesariamente relacionadas con los objetivos de lograr equidad y vigencia de derechos para las mujeres. No obstante los déficit que se registran, las respuestas que encontramos a las preguntas iniciales que formulamos sobre la posición de las mujeres en la agenda gubernamental y sobre la operación de las dependencias son positivas; los problemas de desigualdad entre los géneros ocupan un lugar importante en la acción de los gobiernos y están en operación un conjunto de dependencias, personas y recursos para atenderlos. En la secuencia que construyen los capítulos subyace la intención de comprender las distintas facetas y momentos de la agenda, pero es posible examinarlos por separado ya que cada capítulo se integra en torno a un tema central que le aporta unidad y coherencia.


    Las perspectivas diferentes sobre los desafíos en la búsqueda de equidad y derechos para las mujeres, comprendidas en los diversos capítulos convergen en una reflexión que perfila los problemas que vivimos, ligados intricadamente a la continuidad de sesgos de exclusión, que han ido conformando patrones de aislamiento para las organizaciones públicas que se ocupan de la instrumentación de las políticas. En ese contexto, es claro que las reglas y las instituciones existentes no han sido capaces de superar las barreras y que se requieren cambios en la estructura, los recursos y las formas de gestión que propicien la reversión de los desequilibrios existentes. El mensaje que envían los estudios que aquí se presentan se centra en la urgencia de buscar cambios fundamentales en la organización, inserción y operación de los organismos de la mujer en la administración municipal. Esperamos contribuir así a la reflexión sobre la tarea que desarrollan estas dependencias insertas en las problemáticas más amplias que enfrentan los gobiernos, así como incentivar la conformación de alianzas políticas y estrategias orientadas al fortalecimiento de las mujeres como actores sociales.


    



     

    

    

    1 En lo que toca a las políticas públicas, los logros para asegurar libertades y equidad a las mujeres, con frecuencia se ven revertidos; a modo de ejemplo, en México, entre 2009 y 2010, 17 estados de la República realizaron reformas a sus legislaciones que estuvieron dirigidas a imponer mayores restricciones al aborto. Las leyes anteriores, caracterizadas por ser más protectoras de las mujeres, tuvieron corta vigencia; en 1997 se había logrado que 21 entidades federativas despenalizaran, en alguna medida, el aborto. En otros países, la situación no es muy diferente; en diciembre de 2013 se presentó en España un anteproyecto de ley que pretendió restablecer diversas restricciones al aborto, el cual fue visto como una regresión al pasado y posteriormente descartado. Documento disponible en: <http://sociedad.elpais.com/sociedad/2013/12/30/actualidad/1388410034_762765.html3>.



    

    2 El libro reúne resultados de diferentes proyectos de investigación realizados entre 2009 y 2013 en El Colegio Mexiquense, algunos de los cuales fueron publicados parcialmente como avances de investigación o como artículos en revistas científicas (Guadarrama, 2010, 2010a, 2012 y 2012a).



    

    3 En la literatura latinoamericana la noción de gender mainstreaming ha sido referida como transversalidad de género, en este texto se examina la transversalidad como un componente organizacional e instrumental esencial al proceso de las políticas públicas, y en ese sentido, se advierte como un componente esencial de la corriente principal de género.



    

    4 Las fases del proceso de institucionalización se establecen con criterios distintos según los autores; Tolbert y Sucker (1996) consideran que la institucionalización implica pasar de la emergencia de nuevos arreglos organizacionales impulsados por cambios o presiones en el entorno, que son “habitualizados y objetivizados” modificando la estructura de la organización y se sedimentan en la medida que los miembros de la organización se apropian de ellos, al conformar patrones estables que dan continuidad y supervivencia a la organización.



    

    5 Esta posición se aplica en el texto para identificar las fases de adopción y sedimentación de distintas concepciones en las políticas de género, asociadas a la trayectoria de las dependencias públicas objeto de estudio, y no se examinan de modo particular cada uno de los posibles niveles de institucionalización.



  


  
    Capítulo I.

    

    Entre el modelo nacional y la realidad municipal.

    La construcción de la agenda de género en México


     


     


    No son mujeres que se estén preguntando si pueden ‘tenerlo todo’. Son mujeres que ya lo están haciendo todo, trabajan varios empleos, son madres y cuidadoras, lo hacen todo y aun así ni ellas ni sus familias avanzan.


     


    Maria Shriver (The Shriver Report.org:


    A Woman’s Nation Changes Everything)


     


     


     


     


    Si bien en los avances en la condición de las mujeres inciden numerosos factores, muchos de ellos van ligados al papel que tiene el Estado en la redistribución de oportunidades y en la modificación de prácticas sociales discriminantes e inequitativas. Así, la incorporación de los problemas planteados por la desigualdad de las mujeres a las agendas gubernamentales y las acciones emprendidas para atenderlos por medio de políticas y programas públicos se consideran relevantes para revertir las resistencias al cambio presentes en las sociedades y en sus instituciones; se estima que tales cambios sólo son posibles cuando se realizan mediante estrategias que involucran una acción conjunta entre el gobierno y la sociedad. Podemos entonces percibir a los organismos de la administración pública como espacios estratégicos para instrumentar los cambios que proponen las políticas públicas.


    La estrategia principal que han instrumentado algunos países (entre ellos México) para solucionar los problemas de la condición desigual de las mujeres, consiste en la conformación de un modelo general de intervención dirigido a modificar el papel secundario que han venido ocupando en las agendas gubernamentales. El eje de la intervención es la intención de incorporar a los patrones generales de la actuación pública una mirada de género; el modelo se conforma por un conjunto de programas específicos destinados al mejoramiento del bienestar de las mujeres y a su necesaria integración en las estructuras de la administración pública, con la expectativa de que pueda ser extendido y reproducido en los diferentes ámbitos del país. Su implementación incluye la conformación de dependencias a las cuales se encomienda su ejecución.


    Como mencionamos, uno de los propósitos de los textos que integran este volumen está en discutir si acaso la vía seguida por el país mediante un modelo nacional y del establecimiento de dependencias de la mujer en los ámbitos de los gobiernos federal, estatal y municipal, ha servido a los propósitos de avanzar en los complejos problemas que plantea la integración de una política pública destinada al amplio sector de la población que requiere atención en los variados y diversos aspectos que conforman su condición de marginación y vulnerabilidad.


    Para comenzar nuestro camino y a partir de nuestro interés por explicar cómo se construye y transita desde el modelo nacional hacia la agenda municipal de género, en las páginas siguientes examinaremos el devenir de la incorporación del asunto mujeres a la agenda gubernamental, describir los factores que incidieron en la conformación del modelo nacional y plantearemos los conceptos que forman parte de la plataforma del debate sobre estas políticas.


    Agenda de género, movimientos de mujeres y modernización en América Latina


    No obstante que en las sociedades modernas existen numerosos problemas que afectan la vida y el bienestar de los ciudadanos, no todos ellos atraen la atención del gobierno y llegan a ser incorporados como asuntos de política pública. De acuerdo con Elder y Cobb (1996), la agenda de gobierno incorpora las cuestiones que la comunidad social y política considera que deben ser objeto de la atención pública. Las restricciones se producen porque las organizaciones públicas erigen barreras a la incorporación de algunos temas o enfrentan problemas para incluir a determinados actores, y los criterios de prioridad dominantes las llevan a considerar algunos problemas en detrimento de otros. Asimismo, la limitada capacidad del gobierno para atender todos los asuntos que son demandados, conduce a que las oportunidades de elegir estén restringidas por obligaciones previas y por un cúmulo de demandas contradictorias. Así, para que un asunto se incorpore a la agenda, se requiere la convergencia apropiada de personas, problemas, soluciones y oportunidades de elección; cada uno de esos elementos es potencialmente incierto.


    En ese contexto, los problemas que tienen probabilidades de ser incluidos en la agenda son aquellos movilizados por los actores centrales del sistema social y político; puesto que si bien la agenda pública comprende los temas y problemas que los ciudadanos y grupos sociales consideran relevantes y que debieran ser objeto de atención del gobierno, la agenda gubernamental se integra con los problemas, demandas y asuntos públicos que se seleccionan como proyectos de atención de los gobiernos (Elder y Cobb, 1996; Casar y Maldonado, 2008).


    Una manera de ver con mayor claridad la génesis de ese proceso es asomarnos a la corriente que activó la incorporación del asunto mujeres en los países latinoamericanos. En esa corriente se nota en primer plano la actuación de las propias mujeres; en la región latinoamericana fue a partir de los movimientos de las mujeres acaecidos en los años ochenta cuando se comenzó a discutir que la intervención gubernamental no podía quedar limitada a los programas sociales y que era necesario construir nuevas formas de atender las desigualdades; se formaron entonces corrientes de pensamiento y opinión que impulsaron la incorporación del género. Gisela Zaremberg refiere en especial la inclusión de la perspectiva de género en las políticas públicas del Cono Sur, y la ubica en la década de los noventa y en los primeros años del siglo xxi, cuando se generaron innovaciones que abarcaron distintos niveles jurisdiccionales, con lo que se prestó atención no solamente al diseño, la implementación y la evaluación de políticas en el plano federal, sino también en el estatal y el local. Zaremberg considera que la inclusión del género en la agenda estuvo ligada a los movimientos sociales que se conjugaron con los procesos de democratización de la región y con las corrientes de defensa y protección de los derechos humanos. También señala el papel destacado que tuvieron diferentes actores de la sociedad civil y de las redes de participación política en los ámbitos locales (Zaremberg, 2007: 23). Por otro lado, Irma Arriagada identifica distintas trayectorias del involucramiento de los países, y advierte que han sido dependientes del tipo de procesos sociopolíticos que los impulsaron; pero coincide en que corresponden con momentos de recuperación de la democracia, o bien con cambios significativos en el clima político y/o de campañas de intensa presión a los gobiernos por parte de grupos de mujeres. De acuerdo con sus fuentes, Chile contó con una institución a cargo de los temas de mujer y género ya desde 1946, y Cuba desde 1960; Bolivia, Costa Rica, México, República Dominicana y Perú iniciaron su constitución en los años setenta; los otros países establecieron sus instituciones en las décadas de los ochenta y principios de los noventa (Arriagada, 2007: 44, 45).


    Los lazos entre los movimientos de mujeres, los procesos de democratización y los liderazgos políticos en la incorporación de las políticas de género y en la creación de dependencias especializadas se confirman con el recuento que presentan Guzmán y Bonan Jannotti, quienes afirman, con conocimiento de causa, lo siguiente:


     


    En 1985, en Brasil y en un contexto de transición a la democracia fue creado el Consejo Nacional de Derechos de la Mujer como respuesta a la acción coordinada del movimiento de mujeres y el parlamento. En Argentina, esta demanda adquirió fuerza y viabilidad cuando el gobierno de Raúl Alfonsín (1983-1989) propulsó la llamada refundación democrática. En 1983 se creó el programa de Promoción de la Mujer y Familia y en 1987, ante los reclamos de una organización transversal y multisectorial de mujeres, nació la Subsecretaría de la Mujer. En Chile, el Servicio Nacional de la Mujer (Sernam) surgió bajo la presidencia de Patricio Aylwin (1990-1994) ante las demandas de la Concertación de Mujeres por la Democracia. La voluntad reformista del gobierno de César Gaviria en Colombia (1990-1994) generó las condiciones para la aparición del Comité de Coordinación y Control contra la Discriminación de la Mujer adscrito a la Presidencia de la República y del área de la mujer dentro de la Consejería Presidencial para la Juventud, la Mujer y la Familia. Asimismo, tras la firma de los acuerdos de Paz de 1996, en 2000 se formó en Guatemala la Secretaría Especial de las Mujeres (Guzmán y Bonan, 2007: 106).


     


    Si se miran con un poco más detalle los casos de Brasil y Colombia, se puede apreciar la trascendencia de los movimientos de mujeres en los que grupos, colectivos y asociaciones organizaron manifestaciones, congresos y debates para lograr presencia pública, legitimar reivindicaciones y generar propuestas políticas. Tales demandas presionaron para que se creara en Brasil el Consejo Nacional para los Derechos de la Mujer, en 1985, cuando fue electo como presidente José Sarney, en un momento clave para la recuperación de la democracia, justo cuando se buscaban arreglos entre la sociedad y el Estado. El éxito del Consejo radicó en el diálogo con el poder legislativo y con los consejos estatales, instituciones universitarias, medios de divulgación, asociaciones feministas y movimientos de mujeres (Macaulay, 2004: 109). La asociación entre estos movimientos y el contexto político, con intención de penetrar al Estado se deja ver en los objetivos del Consejo expresados como:


     


    […] influir para lograr la representación de las mujeres en la democracia en el marco del proceso de la transición, promover políticas para asegurar condiciones de libertad, igualdad de derechos y la plena participación; asesorar al Ejecutivo, acompañando al Estado a nivel federal, estadual y municipal. Y hacer surgir proyectos de ley, fiscalizar y exigir el cumplimiento de la ley, promover convenios con organismos nacionales e internacionales, recibir denuncias de discriminación y encaminarlas a órganos competentes (Pitanguy, 2003: 11).


     


    Fue a partir de esos logros cuando las políticas de género en el entorno brasileño tuvieron un espacio permanente en la agenda gubernamental, aun cuando no estuvieron exentas de experimentar avances y retrocesos. En mayo de 2002, al final del gobierno de Fernando Henrique Cardoso, se aprobó la creación de la Secretaría de Estado de los Derechos de la Mujer (sedim) dentro del Ministerio de Justicia. En septiembre del mismo año y bajo la corta duración de la sedim, se firmó un convenio de cooperación con la Comisión Económica para América Latina y El Caribe (cepal), que apoyó a la sedim en el proceso de inclusión de la perspectiva de género en las políticas de gobierno, con el objetivo de gestar cambios estructurales en las formas de gobierno y la gestión pública.


    El gobierno de Luiz Inácio Lula da Silva colocó la legislación de género en la agenda parlamentaria y en 2003 transformó la sedim en Secretaría Especial de Políticas para las Mujeres; la violencia contra la mujer, la seguridad social, el bienestar social, la igualdad de género en los lugares de trabajo, por ejemplo, fueron prioridades de la Secretaría; aunque, la mayor prioridad fue: “introducir los temas de género en los usos y las costumbres de la sociedad brasileña”; asimismo se definió el 2004 como el año nacional de la mujeres (Yannoulas, 2005: 23). Estas decisiones permiten ver el proceso de conformación de la agenda de género, ligado a las coyunturas del contexto social y político de la sociedad brasileña.


    En el caso de Colombia se advierten esos vínculos con el establecimiento en 1990 de la Consejería Presidencial para la Juventud, la Mujer y la Familia, medidas adoptadas por el presidente Gaviria como respuesta a solicitudes del movimiento social de mujeres colombianas y para cumplir compromisos internacionales. En 1995, con la gestión de la Dirección Nacional para la Equidad de las Mujeres, da inicio en las entidades o departamentos de la estructura territorial de aquel país la conformación de instancias encargadas de promover la aplicación de las políticas dirigidas a las mujeres. En 2010, el presidente Juan Manuel Santos ratifica la Alta Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer. Colombia es un país que ha avanzado hacia la equidad también gracias al impulso de las organizaciones y redes de mujeres, incluso cuenta con organizaciones que atienden los derechos de las mujeres en las situaciones derivadas del conflicto armado.1 Cabe destacar los esfuerzos de parte del Estado colombiano para integrar estadísticas sobre las violaciones a los derechos humanos de las mujeres, incluyendo el programa del Observatorio de Asuntos de Género, el trabajo del Instituto Nacional de Medicina y Ciencias Forenses, y la incorporación del género en las estadísticas del Departamento Administrativo de la Estadística Nacional y de la Red de Solidaridad Social. Además, la Corte Constitucional ha emitido una serie de decisiones en los últimos 10 años al aplicar los recursos de tutela e inconstitucionalidad para proteger derechos civiles, políticos, sociales, culturales y económicos de las mujeres. Cabe señalar que desde el año 2000, Colombia cuenta con una ley de cuotas que ha incrementado la participación femenina en cargos administrativos y de elección popular.


    Esos testimonios apoyan la tesis de que la agenda de género se ha configurado en los países latinoamericanos, por un lado, en la oportunidad de cambios necesarios de tipo social, económico y político que involucraban la atención a los problemas de inequidad de las mujeres; pero que también estuvo asociada a las intenciones de modernización del Estado. Las referencias son acordes con la tesis de Kingdon (1984) en cuanto a que la integración de los problemas públicos a la agenda gubernamental requiere la convergencia de demandas, actores, soluciones y de su coincidencia en ventanas de oportunidad, que se abren en ámbitos temporales y espaciales específicos, que son aprovechados para su priorización como asunto público.


     La incorporación de la perspectiva de género a las políticas públicas en México


    En el caso de México, aun cuando los reclamos de mayor bienestar para las mujeres y las demandas de igualdad de derechos políticos y sociales, habían estado presentes en el panorama mexicano desde las primeras décadas del siglo xx, tales demandas no habían sido planteadas desde un ángulo que considerara los mecanismos de exclusión, discriminación y desigualdad que articulan a la sociedad, en términos de la diferenciación hombres-mujeres. No es sino hasta principios de los años setenta cuando las condiciones desiguales de las mujeres comienzan a tener mayor visibilidad y a generar procesos de movilización que reclaman y aluden a formas históricas de discriminación radicadas en las estructuras sociales y que se comienza a elaborar una reflexión crítica sobre los problemas de género y la necesidad de promover cambios en las relaciones sociales.


    En ese mismo camino, en los primeros años de la década de los ochenta empiezan a observarse en el país varias formas de organización y participación colectiva de las mujeres que recogen diversas problemáticas y que impulsan la generación de acciones específicas del Estado y el reconocimiento de las mujeres como objeto de atención de las políticas públicas. Gisela Espinosa Damián (2006) denomina a esta etapa “feminismo popular” y reseña numerosos grupos, frentes, uniones, comisiones y comités que movilizan a las mujeres en eventos como el “Primer Encuentro Nacional de Mujeres” (1980), el “Primer Encuentro de Mujeres Trabajadoras” (1981), el Primer Encuentro de Mujeres del Frente Urbano Popular (1983), así como movimientos de organizaciones vecinales, de maestras, de costureras, de campesinas y maquiladoras, los cuales reflejan las demandas y dejan entrever las capacidades de movilización de las mujeres. La articulación de esos movimientos fue parte de la dinámica de una construcción política y cultural que incidió en generar respuestas del gobierno expresadas en términos de políticas públicas (Espinosa, 2006). En referencia a esas movilizaciones, otros investigadores consideran que para el inicio de la respuesta institucional fueron determinantes los movimientos feministas agrupados en la Red contra la Violencia contra la Mujer, surgida en 1981 (pnud, 2014: 27).


    Con ello se reconocía, de manera implícita, que las condiciones de desigualdad de las mujeres también podían ser atribuidas a las características del sistema político; pero habría que esperar hasta los años noventa para dar paso a formas directas de intervención del gobierno que asumieran el carácter de ser políticas públicas destinadas, expresamente, a examinar y atender las condiciones estructurales reproductoras de la inequidad, en función de las relaciones que se establecen entre hombres y mujeres; intervenciones que fueron impulsando la adopción de un enfoque particular identificado como perspectiva de género en las políticas públicas.


    Esas decisiones constituyeron un proceso integrador que condujo al reconocimiento de que desde las características del gobierno y la organización de la gestión pública, en lo concerniente a la condición de las mujeres, es posible redoblar inequidades al asignar recursos, dar oportunidades, reconocer capacidades y distribuir poderes (Espinosa, 2006: 45). El cambio de posición significó que se transitara desde una perspectiva de la política centrada en los problemas de las mujeres, hacia una visión centrada en los problemas del género, en la que se privilegia examinar la situación y condición de las mujeres en el panorama social en relación con las otras estructuras de la sociedad que las condicionan y determinan.


    De acuerdo con las recomendaciones internacionales, la perspectiva de género en las políticas públicas fue asumida como un marco de referencia analítico y operativo que permitía percibir los impactos diferenciales de las políticas, al tiempo que ayudaría también a identificar los cambios necesarios para lograr la igualdad.


    Si se mira el proceso de formación de la agenda gubernamental como el resultado de la convergencia de diversas corrientes en las que están presentes los problemas, las demandas, las soluciones, así como la fuerza y poder de diversos actores políticos, que pueden acoplarse cuando se genera una ventana de oportunidad (Kingdon, 1984); es posible pensar que la incorporación de una visión de género en las políticas públicas en los años finales del siglo xx, respondió a un conjunto de condiciones que empujaron al gobierno nacional a integrar en la agenda de gobierno una orientación dirigida a impulsar la transformación de los determinantes de las condiciones de discriminación e inequidad que afectaban a la población femenina.2


    Transversalidad y perspectiva de género


    Una visión más clara de esos movimientos en la agenda gubernamental requiere de una aproximación al significado del enfoque o perspectiva de género como el conjunto de principios que orientan la acción del gobierno. La perspectiva de género en las políticas públicas es un concepto instrumental que refleja el consenso de los diversos países sobre la necesidad de encontrar una terminología común que permitiera identificar las estrategias necesarias para reconocer y atender la situación de inequidad de las mujeres en el mundo contemporáneo. Incháustegui y Ugalde (2006: 204) refieren que el concepto proviene de la Cuarta Conferencia Internacional Sobre la Mujer, realizada en Beijing en 1995 y que los términos fueron retomados en diversos documentos y estudios sobre la mujer y el género. Como resultado de ese consenso, la perspectiva de género en las políticas públicas fue articulada como “La integración sistemática de la igualdad entre géneros, en todos los sistemas, estructuras, políticas programas y procesos del Estado”. Es a partir de esos acuerdos que la definición es compartida por los organismos y foros nacionales e internacionales que discuten y conceptúan las intervenciones necesarias para atender los problemas de las mujeres; lo que la convierte en un instrumento y en una referencia para conocer y medir los avances nacionales.3


    Los fines de la integración del género a la estructura y funciones del Estado, implicaron a su vez la noción de transversalidad, o de transversalidad del género. La ley mexicana para la igualdad entre mujeres y hombres de 2006 define la transversalidad como “[…] el proceso que permite garantizar la incorporación de la perspectiva de género con el objetivo de valorar las implicaciones que tiene para las mujeres y los hombres cualquier acción que se programe, tratándose de legislación, políticas públicas, actividades administrativas, económicas y culturales en las instituciones públicas y privadas”. En la opinión de autoras como Teresa Incháustegui y Yamileth Ugalde (2006: 204 n.), se trata de una estrategia de cambio institucional que cruza de forma horizontal la estructura vertical o jerárquica de una organización para incorporar el género a la corriente principal que guía los fines de la organización gender mainstreaming. A su vez, El Consejo de Europa define el gender mainstreaming como la reorganización, mejora, desarrollo y evaluación de los procesos de las políticas públicas, de manera que la perspectiva de igualdad de género se incorpora a todas las políticas, a todos los niveles y en todas las fases, por parte de los actores normalmente implicados en la formulación de políticas (Council of Europe, 1998). El uso de los términos denota que la distinción entre los conceptos de perspectiva de género, transversalidad de género y corriente principal de género, o gender mainstreaming, no es clara; en la literatura sobre el género son términos que se utilizan indistintamente; no obstante, algunos autores consideran que transversalidad de género y gender mainstreaming no son conceptos equivalentes. Para los propósitos del análisis contenido en este libro, se considerará que la perspectiva de género es un concepto más amplio que involucra la transversalidad como un instrumento de transformación de las estructuras.


    Sobre este punto, cabe introducir una pausa para reflexionar, como lo señala Albert Serra (2005), que las administraciones públicas se organizan en estructuras verticales y definidas; pero que, algunas veces, se presentan objetivos políticos y sociales que obligan al sector público a adoptar ópticas de trabajo, visiones o referencias que no pueden desarrollarse dentro de los esquemas clásicos de la organización. De ese modo, entre los motivos que conducen a la adopción de una perspectiva transversal del género están las expectativas de su integración en la estructura organizacional pública. En ese sentido, resulta claro que la transversalidad es un concepto derivado de las formas de gestión para que se alcancen los propósitos de la organización y no refiere necesariamente a sus contenidos. Pero también se advierte que en el caso de las estrategias de género, la transversalidad es inherente a los propósitos de las políticas.


    En seguimiento de ese principio en el campo particular de las políticas de género, la noción de transversalidad incluye el hecho de que los actores sociales involucrados en la elaboración de la política pública incorporen a su vez la perspectiva de equidad de género. Como una derivación de la imbricación entre el propósito y la forma de gestión, en las políticas públicas nacionales la transversalidad de la perspectiva se asumió entonces como un concepto paradigmático y como la herramienta principal para promover la equidad de género.


    Esa concepción del género demuestra que no son solamente los problemas y los hechos los que marcan la agenda de gobierno, sino su definición y su instrumentación lo que lleva a seleccionar ciertas realidades, valorarlas y actuar sobre ellas. Así podemos percibir que la transversalidad en la perspectiva de género está dirigida, de modo sustantivo, a generar cambios estructurales en las formas de gobierno y gestión pública que modifiquen las formas de organizaciones tradicionalmente verticales y excluyentes de las mujeres, lo que requiere acciones transversales promotoras de la equidad y la no discriminación. En otras palabras, la forma de definir la perspectiva precisa su orientación y delimita su campo de acción.


    Con esa guía, identificamos la perspectiva de género con un conjunto de principios orientadores de la acción pública y con el esfuerzo intencional del Estado mexicano para cambiar la estructura y los procesos del sector público que obstaculizan la incorporación de las mujeres al desarrollo y al ejercicio de sus derechos ciudadanos, y en ella se encuentran contenidos algunos de los aspectos que siguen:


     


    • El elemento principal de la perspectiva de género es su énfasis en la igualdad de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres: esto implica que se examinen las formas asumidas por las organizaciones públicas y sociales y las relaciones que en ellas se involucran, considerando la medida en la que son generadoras de condiciones de equidad.


    • En función de la discriminación histórica hacia las mujeres, acentúa la necesidad de promover mejores condiciones de bienestar para la población femenina.


    • Percibe a la mujer dotada de capacidades para cambiar su condición y posición, por lo que una de sus orientaciones relevantes está dirigida al empoderamiento de las mujeres como agentes de su propia transformación.


    • Es difundida y diseminada como un concepto de modernización en las relaciones sociales y en las políticas públicas que incluye igualdad entre hombres y mujeres.


    • Forma parte de nociones extendidas sobre la gobernanza y el buen gobierno, por lo que se considera parte importante de las acciones que sustentan la legitimidad del gobierno.


    • La etiqueta “perspectiva de género” se aplica también a procesos de desarrollo resultado de iniciativas anteriores, generalmente destinadas a atender problemas sociales y económicos de la población femenina.


     


    Paralelamente, no dejamos de ver a la transversalidad como un instrumento organizativo cuya función es aportar capacidad de actuación a las organizaciones públicas en un tema específico, en este caso, los objetivos de género; se trata en palabras de Serra, de compartir sinérgicamente la consecución de un objetivo común, que requiere para su tratamiento adecuado la implicación de todas las unidades verticales de una administración o de varias de ellas (Serra, 2005: 6).


    En las políticas sociales, la perspectiva de género ha sido aceptada como una dimensión de la desigualdad, como cualidad o formas de la discriminación que requieren ser resueltas; la solución a esos problemas se plantea en términos de crear mecanismos de transformación. Se asume que el gobierno y la sociedad funcionarían y serían mejores si se cumplieran condiciones menos denigrantes hacia las mujeres. En consecuencia, la incorporación de la perspectiva de género en las políticas sociales enfatiza la necesidad de cambiar las dinámicas de reproducción social que por siglos han sido desfavorables para las mujeres. La institucionalización es, en ese sentido, un proceso de apertura de espacios para las mujeres en la estructura del Estado e involucra la capacidad política para convocar la participación de actores políticos y sociales en favor de esas causas (Ortiz-Ortega, 2006: 183).


    Para la onu, la inclusión de la perspectiva de género en las acciones gubernamentales consiste en “[…] el proceso de examinar las implicaciones para mujeres y hombres de cualquier tipo de acción pública planificada, incluyendo legislación, políticas o programas, en cualquier área. Asimismo es una herramienta para hacer de los intereses y necesidades de hombres y mujeres una dimensión integrada en el diseño, implementación, monitoreo y evaluación de políticas y programas en todos los ámbitos, políticos, sociales y económicos” (onu, 1977, citado en cepal, 2000: 8).


    Vemos entonces que la igualdad de las mujeres ha sido comprendida desde diversas concepciones y que la que se conoce actualmente como perspectiva de género y que impregna las políticas de mayor avance, se distingue de otras porque “[…] ofrece una definición de igualdad de género de carácter amplio, que va más allá de la igualdad de derechos y de oportunidades: da cuenta de la jerarquía de género que caracteriza todos los ámbitos de la vida social, valoriza las diferencias y la diversidad entre mujeres y se enmarca en un discurso de derechos humanos y profundización democrática, superando, por lo tanto, una focalización exclusiva en las mujeres para abordar el orden de género en la sociedad” (Alfama y Cruells, 2009: 7). A partir del impulso que toma esta corriente y de su incorporación en la agenda gubernamental es que podemos pensar en un proceso integrador de nuevas prácticas en las políticas, el cual es identificado como “institucionalización del género”.


    Con esos elementos podemos decir que la perspectiva de género articulada en la política pública, no es solamente un conjunto de ideas sobre el deber ser de la situación y la condición de las mujeres; es ante todo un conjunto de principios, normas, mecanismos, instrumentos y programas puestos en práctica para resolver los problemas que se presentan.


    Huellas en el camino de México


    Al seguir el proceso de incorporación del enfoque de género a la agenda del gobierno en México es posible distinguir algunos de los desarrollos conceptuales previos que empujaron su integración. En un plano general podemos ver que su adopción y gradual institucionalización fueron el resultado de la convergencia de corrientes de pensamiento externas e internas, alimentadas por presiones políticas, económicas y sociales; las que se combinaron con nuevas concepciones sobre el desarrollo, con la emergencia de movimientos colectivos de orientación feminista y con los liderazgos de actores políticos. Se nota también que los movimientos que desembocan en la conformación de la agenda de género estuvieron marcados por la emergencia de grupos populares, vecinales y de las organizaciones civiles, en los que la presencia y participación de las mujeres era muy importante. En ese marco, los problemas de demanda de acceso a igualdad de oportunidades adquirieron relevancia y se convirtieron en un soporte para la legitimación del gobierno. También se reconoce el efecto que en la sociedad pudo tener la presencia simbólica de mujeres destacadas en diversos ámbitos. Eso significa, en alguna medida, que las demandas para la atención del Estado a las exclusiones de género se gestaron en espacios distintos al Estado (Ortiz-Ortega, 2006), pero que empezaron a ser recogidas por éste como parte de los problemas que debían ser atendidos. Así, la perspectiva de género como acción o política pública comienza a ser percibida como parte de la solución a esos problemas.
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